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SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Así se hace a la hora 15 y 20 minutos) 


- Corresponde que procedamos a elegir al Vicepresidente de la Comisión. 
Si hay alguna propuesta, la ponemos a consideración. 


SEÑOR HEBER.- El Partido Nacional nomina al señor Senador García Costa 
como Vicepresidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la propuesta para designar Vicepresidente 
de la Comisión al doctor Guillermo García Costa. 


(Se vota:) 
-7 en 8. Afirmativa. 


SEÑOR GARCIA COSTA.- Dejo constancia de que doy mi voto al señor Senador 
Heber. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Queda entonces designado como Vicepresidente de la 
Comisión, el señor Senador García Costa. 


Señores Senadores: habiamos invitado para el día de hoy al doctor Carlos 
Delpiazzo quien con su proverbial gentileza accedió a la invitación que le 
formulamos a efectos de escuchar sus reflexiones desde su especialidad con 
respecto al contenido del proyecto de ley de urgente consideración. 


SEÑOR DELPIAZZO.- Señor Presidente: he recibido de esta Comisión una 
invitación para concurrir a la sesión de hoy, lo que hago con mucho gusto. En 
particular, se requiere mi opinión acerca del contenido de los artículos 25, 27, 28 y 
36 del proyecto de ley. 


El artículo 25 es aquel que autoriza a la Administración Nacional de Puertos 
a participar en sociedad con capitales privados, en la administración, construcción, 
conservación y explotación de una terminal de contenedores en el Puerto de 
Montevideo. Esta norma invoca en su primer párrafo al artículo 188 de la 
Constitución que, como es sabido, consta de dos partes provenientes de dos 


textos constitucionales diversos. Los incisos 3* y 4% de los cuales este artículo 25 . 


del proyecto de ley cita al 3%, fueron incorporados en la Constitución de 1967 en 
tanto que los dos primeros provienen de textos anteriores. Desde el punto de vista 
doctrinario -y me consta que también en alguna oportunidad en el ámbito 
legislativo- se ha planteado la cuestión de si este artículo 188 de la Constitución 
agota las posibilidades de que el Estado adopte fórmulas o figuras asociativas o 
no; es decir si por el contrario pueden. existir otrás alternativas en las que el 


Estado participe conjuntamente con capitales privados... Tanto ,a «nivel: legislativo : 
«incluso désde antes de la reforma constitucional.de 1966- como a nivel doctrinario: 


se ha sostenido que esa posibilidad ' 


'guras: “asociativas es 5 más erela: que la 


del artículo 188. No obstante, en este caso, y siguiendo la técnica que se utilizó en 
la Ley de Empresas Públicas en el supuesto de PLUNA, aquí se hace invocación 
expresa del inciso 3%. De manera que esta sociedad de economía mixta de 
Derecho Privado -porque los incisos 3% y 4* del artículo 188 de la Constitución 
refieren a las sociedades de economía mixta reguladas primordialmente por el 
Derecho Privado- es la que el Legislador o el texto propuesto estaría imponiendo. 
En este sentido hay un antecedente muy próximo a la temática que en esta norma 
se regula, que es el contenido en la Ley de Reforma Portuaria N* 16.248 de 1992, 
cuyo artículo 11 en su literal B), numeral 3%, faculta a la Administración Nacional 
de Puertos a asociarse con capitales privados para la prestación de servicios 
portuarios con aprobación del Poder Ejecutivo, entre otros requisitos. Esto quiere 
decir que para que la Administración Nacional de Puertos se asocie bajo una 
fórmula de Derecho Privado para emprender cualquier actividad vinculada a 
servicios portuarios, en rigor no sería necesario el dictado de una nueva ley, 
porque hay una norma constitucional habilitante -el artículo 188, incisos 3% y 4%- y 
una norma legal atributiva de competencia en la Ley de Reforma Portuaria. 
Probablemente, la razón por la cual se haya proyectado e incluido en esta ley la 
disposición, es por los objetivos a los que se apunta y por los particulares 
requisitos que se establecen para la constitución de esa sociedad. En efecto, el 
proyecto dispone que la sociedad anónima lo será por la Corporación Nacional 
para el Desarrollo. Como es sabido, ésta es una persona de Derecho Público no 
estatal, y en el ámbito de las amplias facultades que le otorga su Ley Orgánica, 
puede ubicarse la constitución de una empresa a efectos especiales, como sería 
este caso. 


Por otra parte, la norma establece un acuerdo de la sociedad anónima con 
la Administración Nacional de Puertos según lo reglamente el Poder Ejecutivo. A 
este respecto, el texto puede plantear alguna duda acerca del momento en que se 
debe verificar el acuerdo, ya que no se establece si es antes de constituirse la 
sociedad, regulando todo el régimen, o una vez constituida la sociedad a los 
efectos de la implementación de la mixtura, porque la sociedad anónima creada 
por la corporación está regida integralmente por las disposiciones de la Ley de 
Sociedades Comerciales. La sociedad de economía mixta se va a generar luego 
en un acuerdo con la Administración Nacional de Puertos, aspecto en el que se 
difiere con la reglamentación del Poder Ejecutivo en cuanto a cómo proceder. No.. 
obstante, debe interpretarse que esa potestad reglamentaria” del: Poder Ejecutivo. 
no es ¡limitada —ni siquiera me atrevería a decir que es demasiado amplia- porque': 
el propio artículo se refiere a las bases de los'estátutos 'sociales' de'la sociedad... 
anónima. Sin embargo, del contenido surge claramente que se trata' de las bases: 


de la sociedad de economía mixta” que” aparece' “luego del" “acuerdo entre“ la >. Ci 


sociedad regida por la Ley de Sociedades Comerciales y la Administración. 
Nacional de Puertos. Se establece un plazo de 30años para el' uso de las. 


instalaciones y se dice que, en ningún caso, el aporte patrimonial de la 
Administración Nacional de Puertos podrá ser realizado mediante la enajenación 
de inmuebles. Expresa que se establecerá una tarifa máxima a usuarios y un 
canon a pagar por la Administración Nacional de Puertos, ambas cosas fijadas por 
la reglamentación por contenedor, lo que muestra que la reglamentación no 
refiere sólo al estatuto sino también al negocio de asociación y, posteriormente, de 
operativa de la sociedad de economía mixta. 


Como principios para la prestación del servicio se establece la igualdad de 
condiciones entre quienes lo soliciten, la continuidad y la regularidad. Obviamente, 
el principio de igualdad tiene base constitucional, mientras que los de regularidad y 
continuidad están establecidos como rectores de todos los servicios de prestación 
portuaria por la propia Ley de Reforma Portuaria, o sea que se trata de una 
especificación. 


Se obligará a la captación de un mínimo de actividad y a realizar las 
inversiones necesarias para brindar un servicio de buena calidad, confiable y al 
mínimo costo para el usuario final, favoreciendo el desarrollo del comercio exterior 
de Uruguay y promocionando al Puerto de Montevideo como puerto de trasbordo 
regional. 


La norma señala que el Estado tendrá dos representantes en el Directorio 
de la sociedad anónima. Parecería que no es el Estado sino ta Administración 
Naciona! de Puertos la que, si va a realizar el aporte, deberá tener representantes. 
Probablemente la referencia al Estado se haga en un sentido muy amplio, 
refiriendo a una entidad estatal. Como los señores Senadores sabrán, la doctrina 
ha discutido el alcance de la palabra “Estado” desde el año 1965. El comienzo de 
la primera frase del inciso tercero del artículo 188 de la Constitución 
tradicionalmente ha sido interpretado por la Doctrina como refiriéndose al Estado 
como persona pública mayor, pero en reiteradas oportunidades el Poder 
Legislativo lo ha tomado en un sentido amplio, es decir coma comprendiendo a 
todas las entidades estatales. Así lo hizo en la Ley de Empresas Públicas, tanto 
para el derogado artículo de ANTEL como para el vigente de PLUNA, y en la Ley 
de Reforma Portuaria, donde mencionó al Estado y aclaró entre paréntesis que se 
refería al inciso tercero del artículo 188 de la Constitución. Quiere decir que existió 
un deliberado propósito de atribuir a la expresión un sentido más amplio que el de 
persona pública mayor. Tal sería el caso de esta norma, dado que la persona 
pública mayor no es parte en la sociedad de economía mixta. > 4 


La norma establece que el estatuto de-los: directores que van a representar 
al capital público será el propio de los entes: Con respecto al'capital: privado, se 
señala que estará representado en'acciones al portador de -oferta pública. En 
cuanto al capital público, habla de la sein je de fondos Eta de la oferta : 
pública. E 


El artículo se refiere por último al operador. Podría ocurrir que la sociedad 
de economía mixta no fuera necesariamente el operador de la terminal, sino que 
pudiera incorporar o contratar con una empresa especializada del sector que 
realizara la labor correspondiente. 


En síntesis, este es el alcance de la norma luego de hacer una primera 
lectura. A los efectos de ahorrar tiempo a los miembros de la Comisión y, an todo 
caso, dar facilidades a quien tenga interés en abundar, sobre todo, en lo que 
refiere a las sociedades de economía mixta, remito a mi libro sobre contratación 
administrativa, que contiene dos capítulos que tratan este asunto. Dejo un 
ejemplar del mismo al señor Presidente, 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Garcia Costa) 


SEÑOR NUÑEZ.- Quisiera plantear una pregunta. En el penúltimo inciso de este 
largo artículo 25 dice que el producido de la subasta u oferta pública en el 
mercado de valores de las acciones de la sociedad correspondientes a la 
Corporación Nacional para el Desarrollo o a la Administración Nacional de Puertos 
se destinará al CODICEN. Quiere decir que se hace referencia al artículo 188 de 
economía mixta, pero en particular este inciso podría dar lugar o no a la venta en 
subasta pública de las acciones . Al respecto, no fija ninguna limitación de la parte 
del Estado que opera, es decir, la Corporación Nacional para el Desarrollo y la 
Administración Nacional de Puertos. 


SEÑOR NUÑEZ.- En realidad, esta es una disposición muy larga, de múltiples 
contenidos y, como tal, aborda diversidad de temas. Parecería que el alcance de 
este párrafo refiere a la etapa previa. Como surge del artículo, la sociedad 
anónima a constituir no es una sociedad anónima comprada hecha o constituida 
por el inversor privado que se va a asociar, como era, por ejemplo, el caso de 
PLUNA, sino que se le comete a la Corporación constituirla. Quiere decir que esta 
última va a ser el accionista único mayoritario y luego, para captar la participación 
de los inversores privados, el mecanismo que se prevé es el de la oferta pública 
de esas acciones. Entonces, cuando se vendan esas acciones, el ingreso lo va a 
realizar la Corporación, que es quien constituyó esa sociedad anónima. Todavía 
no hemos llegado a la etapa de acuerdo con la Administración Nacional de 
Puertos y aún no ha nacido la sociedad de economía mixta, si es correcta la 
lectura que hago de la norma; francamente, no sé cuál es la Ita Jano de-sus. 
autores. 


SEÑOR RUBIO.- Puede ser que-no se haya llegado a la Po de la acociación 
con la Administración Nacional de Puertos, pero aquí se menciona. expresamente. 
Además, no hay límites para la venta. O sea que, dada la: redacción de éste 
artículo, podría venderse todo el capital, todas las-acciones en propiedad de la 
Corporación y de la Administración Nacional de Puertos. -' ' 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Naturalmente, no se van a poder vender todas las 
acciones, porque no sería coherente tener dos Directores. Es cierto que no existen 
los límites; seguramente cuando planteó esta redacción el Poder Ejecutivo habrá 
considerado el resultado de la subasta y otros aspectos de la cuestión. Pero el 
Estado, necesariamente, va a tener una parte. Si ello se establece en la ley o en 
una reglamentación, es otro tema, pero, sin ninguna duda, esta es una sociedad 
de economía mixta en la que el Estado va a tener una parte. 


SEÑOR NUÑEZ.- Tampoco se menciona el porcentaje del Directorio. 


SEÑOR DELPIAZZO.- En realidad, la norma prevé -como decía al principio- una 
serie de etapas que son sucesivas en el tiempo. Evidentemente, la subasta a que 
refiere la Corporación Nacional para el Desarrollo puede ser inicial -es muy 
probable que así lo sea- pero no es el caso de la Administración Nacional de 
Puertos, porque ahí ya se constituyó la sociedad de economía mixta. Quiere decir 
que, en todo caso, cuando se habla del producido de la subasta u oferta pública, 
se puede estar refiriendo a distintos momentos en la vida de esta sociedad 
anónima, antes y después de estar convertida en una sociedad de economía 
mixta, o sea, antes y después de tener capital público estatal. Público va a ser, de 
alguna manera, desde el origen si lo aporta la Corporación, al menos con un 
criterio de origen, porque ésta si bien se regula en buena medida por el Derecho 
Privado, lo es primordialmente por el Derecho Público, y aunque no fuera así, está 
definida por la ley como una entidad pública, pero no estatal. De manera que en el 
origen de esta sociedad regulada por el Derecho Comercial -en ello es clara la 
disposición- desde el punto de vista de la pertenencia de las acciones, serán de un 
titular público, como es la Corporación. 


SEÑOR RUBIO.- Se me aclararon algunas dudas con la intervsnción del doctor 
Delpiazzo, pero me surgió una duda con respecto a las etapas. 


En ese sentido, se expresa que el capital correspondiente a los inversores 
privados será representado por acciones al portador. Luego se dice que la 
correspondiente participación de capitales privados sólo procederá una vez 
instrumentado el acuerdo entre la referida sociedad y la Administración Nacional 
de Puertos. 


Supongo que la Corporación Nacional para el Desarrollo constituye una 
sociedad, ésta efectúa un acuerdo con la Administración Nacional de Puertos y 
luego se colocan en el mercado, en la Bolsa, las acciones. No sé si esto es lo que 
se desprende de la secuencia a que alude este texto. 


SEÑOR DELPIAZZO.- Parecería que esa es la secuencia, sin perjuicio de ta 
referencia a las bases y a la reglamentación del Poder Ejecutivo. 


La siguiente norma sobre la cual se requería opinión en la nota de 
invitación, es la que tiene que ver con el artículo 27. Este expresa que las 
Unidades Ejecutoras del Presupuesto Nacional, los Entes Autónomos y los 
Servicios Descentralizados, dentro de sus competencias y para el mejor logro de 
los objetivos y metas presupuestales, podrán dar y tomar bienes, tanto por el 
contrato de crédito de uso, como por el contrato de arrendamiento con opción a 
compra, “leasing” operativo. En el segundo inciso, el artículo refiere a los créditos 
presupuestales relacionados con la adquisición y arrendamiento de bienes 
muebles o inmuebles. 


Esta disposición desde el punto de vista de la regulación de la Hacienda 
Pública o de los bienes del Estado, no tiene precedente. En cambio, sí los tiene en 
cuanto a la regulación del llamado contrato de “leasing”, concretamente, a través 
de la Ley N* 16.072, del 9 de octubre de 1989, y de la Ley N* 16.205 del 5 de 
setiembre de 1991, que modifica algunas disposiciones de la citada anteriormente. 
Ambas leyes son expresamente aludidas en el primer párrafo de la disposición. 


Desde el punto de vista de su contenido, posee una facultad, una 
asignación de competencia a las Unidades Ejecutoras del Presupuesto Nacional. 
Quizás la referencia debería hacerse a la persona pública Estado, que es la que 
contrata, aun cuando lo hace a través de sus Unidades Ejecutoras, y también 
alude a los Entes Autónomos y a los Servicios Descentralizados. No se incluyen 
los Gobiernos Departamentales, lo cual probablemente responda a la propia 
arquitectura de la Ley Orgánica Municipal, que en su artículo 37 requiere la 
anuencia de la Junta Departamental para la realización de negocios que refieren a 
inmuebles. Esta facultad o competencia que se atribuye a las entidades públicas y 
estatales, con excepción de los Gobiernos Departamentales, trata tanto de dar 
como de recibir bienes bajo esta modalidad contractual. Es decir, a entregar 
bienes de su propiedad en "leasing", tanto financiero como operativo, o a recibir. 
bienes muebles o inmuebles bajo esta modalidad. De esa forma, la Administración 
podrá contar con inmuebles, equipos o los bienes que fueren, no adquiriéndolos, 
sino a través del “leasing” que en la norma contempla dos alternativas. Una, la del 
“leasing” financiero, que no se nombra con esas palabras, aunque sí con la 
referencia a las leyes que cita, y otra la del “leasing” operativo que si refiere 
mediante el uso de la denominación entre paréntesis. El “leasing” financiero es un 
contrato por el cual una parte, el dador, se obliga frente a otra, el usuario, a 
permitirle el uso de un bien por un plazo determinado. Á su vez, el usuario se 
obliga a pagar por esa utilización un precio en dinero en forma periódica con la 
particularidad de que vencido ese plazo el usuario puede adquirir, prorrogar o 
restituir el bien objeto del contrato. Como las entidades estatales pueden ser 
dadoras o receptoras de bienes por este contrato, hay que interpretar que las 
entidades estatales podrían estar en la posición de dadoras o usuarias. 


El otro contrato, de “leasing” operativo al que alude la norma, se singulariza 
porque el dador es normalmente el productor del bien O una empresa 
especializada en el sector. En realidad, el "leasing" operativo es una modalidad de 
comercialización de determinados bienes, en general, equipos, y por lo tanto, en 
este segundo caso parecería más probable que el Estado reciba bienes a través 
de este contrato que, en cambio, los pueda otorgar, aun cuando la facultad esté 
prevista en la norma. 


Seguramente, el sentido de la norma es la ampliación de la normativa ' 
vigente, por cuanto hasta ahora el “leasing” financiero sólo puede ser celebrado 
por instituciones de intermediación financiera, por empresas de giro 
exclusivamente financiero autorizadas por el Banco Central del Uruguay al efecto 
o por la Caja Notarial de Jubilaciones y Pensiones, de Jubilaciones y Pensiones 
de los Profesionales Universitarios y de Jubilaciones y Pensiones Bancarias. 


Es interesante señalar, porque el artículo no lo contempla y quizás por allí 
pueda plantearse algún problema, que la Ley N* 16.205, cuando previó que las 
llamadas Cajas paraestatales pudieran operar en este contrato, dispuso 
expresamente excepcionarias del régimen establecido en el inciso segundo del 
artículo 50 de la Ley N* 16.702, que en el texto proyectado no se establece. Esa 
norma es la que obliga a la institución dadora a que, en la hipótesis de que el 
usuario no ejerza la opción de compra al finalizar el plazo del contrato o no se 
hubiere convenido que el bien sea vendido en remate público y al mejor postor, 
venda en remate público los bienes. Esta excepción debería contemplarse para 
las entidades estatales, sobre todo cuando actúan como dadoras y, en particular, 
de bienes inmuebles, porque si bien la disposición en mi opinión puede tener 
sentido para las instituciones financieras cuyo objetivo no es tener bienes en su 
propiedad, en el caso del Estado, donde podría haber bienes inmuebles que 
fueran dados con distintos fines, por ejemplo, de vivienda, no tendría sentido la 
obligación de deshacerse del bien una vez verificado el vencimiento del plazo. En 
el caso de las tres personas públicas paraestatales, cuando fueron facultadas para 
celebrar estos contratos se las exceptuó. 


Desde el punto de vista del financiamiento de este contrato, el inciso 
segundo atiende los casos en que el Estado actúe como usuario. y, por lo tanto, 
tenga que realizar el pago y sea quien opte por incorporar o no el bien. 


En ese sentido, se hace alusión a los créditos disponibles para adquisición 
y arriendo de bienes muebles o inmuebles.. Para dar: bienes y,-en. particular, para 
que la Administración dé inmuebles, tanto el artículo 483 del Código Civil. como-el. 
artículo 69 del Texto Ordenado de Contabilidad y Administración Finánciera, 
TOCAF, establecen la necesidad de que medie ley habilitante. . 


Muchas veces se ha discutido si esta ley debe ser sólo para enajenar o 
también para gravar, Asimismo, se ha discutido si esa ley tiene que ser para cada 
inmueble, individualizándolos, o si puede ser de carácter genérico para 
determinadas categorías de inmuebles. En la tradición legislativa nacional hay una 
farga lista de disposiciones que han autorizado genéricamente a las entidades 
estatales a enajenar o gravar ciertos bienes, calificados de determinado modo o 
manera. De esa forma, podríamos interpretar que esta disposición está ampliando 
esa nómina de disposiciones genéricas habilitantes, haciéndolo también ella 
genéricamente porque no individualiza qué bienes se puede dar o recibir bajo esta 
modalidad contractual. Sin embargo, cumple el requerimiento histórico de que la 
enajenación o el gravamen sean mediatizados por la intervención del Poder 
Legislativo que, en el caso, se verificaria a través de esta disposición, sin perjuicio 
de las presupuestales que en cada período pudieren dictarse en cuanto a los 
créditos necesarios para que el Estado pueda operar, sobre todo recibiendo 
bienes a través del “leasing” financiero u operativo, 


En síntesis, estas son las reflexiones que sugiere una lectura primaria de 
esta disposición. Sin perjuicio de ello, quedo a las órdenes de los señores 
Senadores. 


SEÑOR NUÑEZ.- Parece razonable que cuando el Estado actúe como dador de 
este tipo de operaciones, se mantenga la excepción del artículo 50 de la Ley N* 
16.702. Al respecto, quiero preguntar como funcionan estas operaciones con el 
límite establecido en el TOCAF para las licitaciones públicas y los requisitos que 
allí se establecen. 


SEÑOR DELPIAZZO.- En principio, la solución vigente sería la del artículo 33 del 
TOCAF que, de alguna manera, es la llave de entrada para la celebración de los 
contratos del Estado. Allí se establece que todo contrato se celebrará mediante 
procedimiento de la licitación pública, cuando del mismo se deriven gastos de ' 
funcionamiento o de inversión, o salidas para el Estado, y por remate o licitación 
pública cuando se deriven entradas o recursos. De manera que como solución de 
principio regiría esta regía, a menos que el contrato a celebrar encuadrara en 
algunas de las hipótesis de excepción que el TOCAF prevé, sea por razón de 
monto o de contenido o circunstancias que rodeen a la contratación. 


Sin embargo, creo que ta norma la debemos interpretar, tal tomo decía al' 
principio, como úna disposición atributivá de Competencia para lacelebración de 
un contrato que hoy no está entre las facultades de las entidades estatales y: que, 
por el contrario, en lo que refiere al “leasing” financiero, está reservado a un 
elenco muy acotado de entidades. ' . 


Ahora bien; ¿cómo se procede a esla “estos contiátos? “¿Qué 
procedimiento es necesario seguir en cada caso? En la medida en que la ley nada 


dispone al respecto, rigen las reglas generales y, por lo tanto, la solución de 
principios, será la licitación. 


SEÑOR NUÑEZ.- En el momento de la opción de compra, operaría la licitación. 


SEÑOR DELPIAZZO..- En realidad, sería en el momento inicial, en el momento en 
que se celebra el contrato de "leasing", porque la opción final va a ser una de las 
cláusulas del contrato, 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Comparto plenamente lo expresado por el doctor 
Delpiazzo. Es más; frente a la pregunta de qué pasa cuando el Estado es dador 
de un “leasing” inmobiliario, creo que la limitante de la ley habilitante sigue en los 
mismos términos que si el procedimiento fuera por compra-venta donde podrá 
haber, por supuesto, más de una opción, por ejemplo, una habilitación genérica o 
una particular. En general, en muchos organismos, en la práctica, se ha recurrido 
a las leyes particulares. Particularmente durante el gobierno de facto se sostenía 
que el Estado, persona pública de Derecho mayor, era propietario de todos los 
inmuebles y siempre se requería una ley. Me refiero a la teoría de Méndez. En 
definitiva, comparto que lo medular es habilitar instrumentos, es decir, cómo está 
habilitada la compra-venta. Sin embargo, eso no obsta que si para la venta. de un 
inmueble se requiere una ley específica, si por el procedimiento de compra-venta 
es necesario una ley, por el de “leasing” también. Además, me atrevo a sugerir 
que se está pensando, más que nada, en el Estado como tomador del “leasing”. 
En lugar de estar pagando arriendos -pensemos, por ejemplo, en el Poder 
Judicial- , tal vez valga la pena realizar un “leasing”, tener la opción de compra y, 
por lo tanto, capitalizar el egreso. Reitero que se está pensando más en el Estado 
como “tomador” que como “dador”. Sin embargo, como se trata de habilitar un 
instrumento, no daría la impresión de que hubiese una razón valedera para 
hacerlo sólo en forma parcial. 


Quería dejar constancia de que sobre el tema inmuebles este es un 
instrumento más, por lo que las limitaciones que existen en la compra-venta, 
también van a estar en el leasing y, en consecuencia, cuando se requiera una ley 
particular para habilitar la compra-venta, también se le requerirá para el “leasing”. 
Se trata, tal como señalaba el doctor Li de una opción de futura compra- 
venta. 


SEÑOR DELPIAZZO.- La tercera disposición a la que se refiere vuestra invitación 
es el artículo 28. Dicho artículo establece - que el Poder- Ejecutivo, con el 
asesoramiento de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, podrá:comunicar a 
los Entes Autónomos y Servicios Descentralizados del: dominio:-industrial- y 
comercial del Estado su. criterio sobre. la «fi ijación* de :límites de ejecución 
presupuestal de sus gastos de funcionamiento. “Dichos organismos, dentro: de los 
diez días hábiles siguientes a la recepción de la sonsinlcación al Poder ERIN, 
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informarán a éste la resolución que deberán adoptar sus Directorios respecto a si 
se comparte o no el criterio sugerido. En este último caso, el Poder Ejecutivo 
podrá ejercer las atribuciones que le comete el artículo 197 de la Constitución de 
la República. En realidad, esta norma reconoce como antecedente la que cita el 
artículo 197 de la Constitución. Se trata de una norma que ha tenido también, en 
oportunidad de la reforma constitucional de 1967, una ampliación significativa 
respecto al texto precedente de 1952 -ocasión en que tenía el número 199- porque 
agrega a las facultades del Poder Ejecutivo, no sólo la de observar los actos de los 
entes, sino la de suspenderlos en su ejecución y aun disponer las rectificaciones, 
correctivos o remociones que considere del caso. Incluso, alguna opinión 
doctrinaria ha sostenido que a partir de esta norma constitucional no existen entre 
nosotros, propiamente Entes Autónomos, porque si el Poder Ejecutivo puede, na 
sólo observar y suspender, sino también rectificar, corregir y remover, entonces 
por lo menos la autonomía no tiene un grado máximo. Se trata de un mecanismo 
previsto en este artículo que en el marco de una consideración sistémica de los 
Entes Autónomos y Servicios Descentralizados, los muestra en la relación de 
control a la que se encuentran, no sometidos porque no hay jerarquía, pero sf 
frente al Poder Ejecutivo, a partir del ejercicio de cuyas facultades de contro! se 
pueden generar situaciones de conflicto entre el Ente y el Poder Ejecutivo, que no 
dirimen ni el Poder Ejecutivo ni el Ente, sino que resuelve la Cámara de 
Senadores. 


Por eso, nuestra doctrina ha dicho que en este artículo hay dos 
momentos. Un primer momento de control, de descentralización, donde el Poder 
Ejecutivo ejerce su potestad de contro! sobre los Entes y un segundo momento —si 
no hay acuerdo entre el Ente y el Poder Ejecutivo- donde se controla todo el 
sistema, es decir, donde el control es de la descentralización, porque el Senado no 
sólo controla al Ente en el ejercicio de sus facultades, sino también al Poder 
Ejecutivo. Es decir que controla a los dos miembros de esa relación. 


En lo específico respecto de la norma que tenemos a examen, o sea, el 
artículo 28, lo que se hace es aplicar fímites a la ejecución presupuestal de los 
gastos de funcionamiento de los Entes industriales y comerciales, límites que el 
Poder Ejecutivo puede poner al aprobar el presupuesto del Ente, porque es el que 
aprueba esos presupuestos. Por razones de política económica en sentido amplio 
-dado que la Constitución configura al Poder Ejecutivo como conductor de las 
políticas sectoriales y la económica es una de ellas y quizá una de las más 
importantes por su incidencia sobre las demás- podría ocurrir que circunstancias 
supervinientes hicieran “conveniente: establecer. límites “una. vez: aprobado el 
presupuesto. 'Para esa hipótesis;.el mecanismo que-se prevé 'en el artículo: 28'se 
articula a través de la: comunicación de ese limite fijádo'por'él: Poder- Ejecutivo- al 
Ente. El Directorio del Ente, en el ejercicio de sus facultades propias como jerarca 
del organismo. respectivo puede concordar, no concordar o hacer saber al Poder 
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Ejecutivo por qué entiende que ese límite no es posible de cumplir o debe ser 
fijado en otros parámetros. Esto puede y debe hacerlo y para ello la norma 
introduce, como novedad, el establecimiento de un plazo de diez días hábiles, 
siguientes a la recepción de la comunicación del Poder Ejecutivo. Si dicha 
comunicación del Ente al Poder Ejecutivo concuerda con el criterio de éste último, 
allí terminará el procedimiento de control que se articula por la norma. 


Por el contrario, el Directorio puede no concordar con el criterio del Poder 
Ejecutivo y hacérselo saber tundadamente. Entonces, éste, al tomar conocimiento 
de los fundamentos del Ente, podría concordar con ellos y, por lo tanto, levantar el 
límite impuesto o modificarlo de alguna manera, y allí también terminaría el 
procedimiento de control. 


En tercer lugar, puede ocurrir que el Ente, a través de su Directorio, 
manifieste su total discordancia con el Poder Ejecutivo, en cuyo caso se negaría a 
la aplicación del límite que se le impone. Frente a esto, el Poder Ejecutivo podría 
aceptar ese nc acatamiento o poner en marcha el mecanismo previsto.en el 
artículo 197 de la Constitución de la República: observar ese acto con o sin 
suspensión, esto es, suspendiéndolo o no en su ejecución. Me refiero a suspender 
en su ejecución, no el límite, sino el acto denegatorio o de rechazo por parte del 
Ente al establecimiento de tal límite. 


Con esa actuación del Poder Ejecutivo, la palabra volvería al Directorio del 
Ente, ya no en el campo del artículo 28 sino, integramente, en el del 197. El 
Directorio podría asumir distintas comportamientos que van desde el acatamiento 
hasta insistir en su postura anterior o adoptar el temperamento que entendiera del 
caso en el momento. Verificada la comunicación al Poder Ejecutivo, éste 
nuevamente, y en función del comportamiento asumido por el Ente, valorará el 
comportamiento a asumir y, en caso de que el Ente se hublera mantenido en su 
postura y el Poder Ejecutivo en la suya, podría disponer, conforme a lo previsto en 
el artículo, rectificaciones, correctivos o remociones que el Ente debería acatar sin 
perjuicio de que al tomar ese tipo de decisión, el Poder Ejecutivo debe 
comunicarlo a la Cámara de Senadores que, en definitiva, será la que resolverá. 


Es cuanto deseaba señalar. 


SEÑORA ARISMENDI.- Quiero plantear una pregunta, sin entrar en 
consideraciones sobre el artículo reformado de la Constitución, Esta disposición” 
fue discutida cuando tratamos la Meche constitucional y, dire nal he de examinar 
la reforma en su conjunto. E . : 


Adelanto que comparto la añ Imación de que este artículo, dioomdd 
enmarca, desarrolla o profundiza —habría que elegir el término correcto: el inciso 
que se incorpora en la Constitución de la Répública, que lo que hace es poner en ; 
marcha el mecanismo cuyas posibilidades describía el doctor Delpiazzo.* E 
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En la medida en que esto está, aparentemente, en el contexto de una 
mejora de la administración, de lograr determinados niveles de eficiencia en 
materia de funcionamiento, quisiera saber si este artículo -entendiéndolo como 
desarrollo del artículo de la Constitución a que remite- no está recortando, en 
definitiva, las potestades, la autonomía de los Entes. Digo esto mirándolo de 
manera abstracta, porque no entro en consideraciones acerca de la designación 
de los Directorios de los Entes -más allá de que se trata de que al Senado 
conceda la venia correspondiente- ni de cómo luego deben o no acordar una 
política económica del Poder Ejecutivo. Y hablo de mirar esto en abstracto, porque 
la norma la debemos mirar, no sólo en un momento político y una situación 
histórica determinada, sino can un mayor grado de amplitud. 


En resumen, lo que quisiera saber es si en opinión del doctor Delpiazzo 
esto no estaría recortando la autonomía de los organismos a los que se refiere. 


SEÑOR DELPIAZZO.- Contestando a la pregunta planteada por la señora 
Senadora -y, por lo tanto, opinando ahora en forma personal- me parece que esta 
es una disposición que más que atributiva de competencias o limitadora de 
facultades, es una regla de procedimiento que, en todo caso, quizá limita más al 
Poder Ejecutivo que a los Entes. De acuerdo al acápite del artículo 197 de la 
Constitución de la República, el Poder Ejecutivo puede observar y disponer la 
suspensión de los actos de los Entes Autónomos y Servicios Descentralizados 
cuando los considere inconvenientes o ilegales. Es decir que no hace una 
limitación exclusiva a un aspecto de juridicidad, sino que introduce la 
conveniencia, esto es, una consideración de mérito. Lo que hace la norma aquí es 
establecer una secuencia procesal, donde acota el ejercicio de la facultad del 
Poder Ejecutivo y del Ente en términos de plazos, pero no creo que lo sea en 
términos de la autonomía del Ente ni del ejercicio de la potestad del Poder 
Ejecutivo conforme a lo que establece el artículo 197 de la Constitución de la 
República. 


Es más, me atrevería a señalar que lo que esta norma dice podría 
acontecer perfectamente sin que ella existiera, por la aplicación del artículo 197, 
que agrega el plazo y la descripción secuencial de cómo se va a proceder en la 
hipótesis de que el Poder Ejecutivo quiera establecer límites de ejecución 
presupuestal fuera de la instancia de la aprobación del Presupuesto. NN 


SEÑOR NUÑEZ.- De alguna forma, la: opinión que ha vertido el doctor: Delpiszzo ; 
ha respondido a algunas de las interrogantes que iba a- plantear; No obstante ello,. 
quisiera hacer un par de preguntas sobre el contenido de este artículo 28: 


Podríamos decir que estamos frente a un artículo: que, a grandes rasgos, 
tiene un contenido presupuestal. Si esto fuera así, estaríamos en. contradicción .. 
con algunos otros artículos de la Constitución de la República" que no fueron 
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mencionados como, por ejemplo, el artículo 168 numeral 79). En definitiva, esta es 
la primera pregunta que plantearía desde el punto de vista formal, constitucionai o 
jurídico. 


Lo segundo que quisiera saber es si establecer límites a la ejecución 
presupuestal, de alguna forma, no supone modificar, a través de una ley común, 
un acto más complejo como lo es el procedimiento que la Constitución de la 
República indica con relación a los presupuestos de los Entes Autónomos y su 
ejecución. Este es un acto más complejo que una ley, puesto que requiera de una 
iniciativa distinta, etcétera. 


SEÑOR DELPIAZZO.- La primera pregunta ya fue contestada cuando dije que 
me parecía que esta era más una norma de procedimiento. Quizá el título de la 
Sección es más abarcativo que lo que la propia disposición regula. 


Con respecto a la segunda interrogante, debo decir que, si bien es verdad 
que la Constitución prevé un procedimiento para la aprobación del Presupuesto de 
los Entes Autónomos y Servicios Descentralizados del dominio comercial e 
industrial -la norma se limita sólo a ellos y no alcanza, por ejemplo, a la 
Universidad ni a los Entes cuyos presupuestos se aprueban por la ley- ése es un 
acto administrativo, un acto del Poder Ejecutivo con la forma de decreto. 


Por lo tanto, el límite a la ejecución presupuestal puede estar establecido 
en ese acto, y lo que aquí se determina es el procedimiento a seguir por alguna 
razón fundada -el Poder Ejecutivo no podrá hacer una comunicación al Ente 
porque sí, sino que deberá hacerlo a través de un acto de directiva o de un típico 
acto administrativo-, por las razones y por el límite concreto que se establece con 
posterioridad a la ejecución presupuestal. De ocurrir ello, se pondría en 
funcionamiento este mecanismo que, reitero, hoy podría articularse al amparo del 
artículo 197 de la Constitución, en mi opinión, lisa y llanamente leído. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Quisiera destacar algunas de las reflexiones del 
profesor Delpiazzo. 


En primer lugar, y para que quede claro en la versión taquigráfica, quisiera 
decir que la disposición 197 a la que nos estamos refiriendo es la del año 1967 y 
no la de la modificación que refería, naturalmente, a la crisis de Gabinete y que no 
tiene relación con el artículo que estamos considerando. Quisiera señalar, señor 
Presidenta, que en realidad comparto lo que dice el doctor Delpiazzo; me refiero a 
que si alguien podría sentirse limitado, es el Poder Ejecutivo. Digo esto, porque el 
artículo 197 otorga la facultad de observar o suspeñder el “acto, simplemente por 
considerarlo inconveniente. Aquí el procedimiento es múchóo más reglado, ya que 
no vamos a cortar el contrato de publicidad.que hizo:la semana: pasada, sino que 
le diremos que en publicidad no debería gastar más de U$S:4:000.000 al-año; en 
lugar de los U$S 8:000.000. que gastó el año pasado. Estamos hablando, señor 
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Presidente, de vigilar gastos de viajes, computadoras, muebles y todo aquello en 
lo que se suele gastar. Parecería que el Poder Ejecutivo lo puede hacer igual, pero 
el mensaje que se quiere dar es ordenar, en un año muy especial donde los Entes 
no tienen todavía las nuevas autoridades y tampoco han estudiado sus 
presupuestos para el Ejercicio siguiente, por lo que aún resta un año. Además, 
hay que ver cómo se van a pagar las exoneraciones, tratando de que, dentro de lo 
posible, todo el mundo ahorre lo que es ahorrable. 


Me interesa mucho destacar que ha quedado claro que no hay una 
limitación en la autonomía, más allá de lo que se establece en la Constitución y, 
de hecho, se trata de una norma de procedimiento, es decir, cómo se va a 
proceder. En realidad, el Poder Ejecutivo podría actuar sin reglas de 
procedimiento, porque los Entes están obligados, por ley, a comunicarle sus 
resoluciones y directivas. Sin embargo, parece un poco desordenado decir “este 
sí” o “este no”, por lo que este procedimiento considero que es más racional. 


SEÑOR RUBIO.- En el mismo orden de las inquietudes del señor Senador 
Atchugarry, en materia de reflexiones diría que ello estaba comprendido entre las 
facultades del Poder Ejecutivo, pero esto tiene un cierío significado y alcance 
político y, en este sentido, no podemos ser tan inocentes. Si a los Directores de 
los Entes Autónomos -que en general tienen una tendencia al corporativismo tan 
desarrollada que hasta los más liberales inmediatamente aplican, según manifestó 
algún señor Senador; me refiero al espíritu del Cuerpo y demás-, se los disminuye 
en número, se incorpora una reforma constitucional que dice que el Presidente 
puede declarar unilateralmente que existe crisis de Gabinete y sustituirlos a todos 
y, además, se agrega a texto expreso que a mitad de su mandato deben realizar 
una reducción importante y significativa de sus gastos de funcionamiento, so pana 
de que se les aplique el artícuio 197 con todas sus consecuencias, creo que 
políticamente es indudable que el mensaje es muy claro acerca de los márgenes 
que tendrán. 


SEÑOR DELPIAZZO.- La siguiente disposición examinada -bajo el título Estado 
Informático- es el artículo 29, que refiere a que la substanciación de actuaciones 
administrativas y actos administrativos deberán realizarse por medios informáticos 
en las condiciones y plazos que establezca el Poder Ejecutivo. Luego agrega que 
el expediente electrónico tendrá la misma validez jurídica y probatoria que el 
expediente tradicional, autoriza la firma electrónica y la firma digital, establece que 
la documentación emergente de la transmisión a distancia hará-plena fe y, por 
último, prevé que las peticiones y recursos administrativos pue LES Dl 
medio de documentos electrónicos. ; 


Con todo respeto hacia quienes formularon" esta ñorma;: creo: que es” un 
retroceso significativo en el avance que nuestro país há tenido en la regulaición de” 
la automatización de la Administración, así como:en el ámbito" privado, - 
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En rigor, el contenido del primer inciso está recogido actualmente en el 
artículo 694 de la Ley de Presupuesto N* 16.736; inclusive, me parece que es 
mejor la redacción de esa ley -es obvio que no participé de la elaboración de 
ninguna-, en la medida en que la propuesta actualmente dice que los actos 
administrativos y las actuaciones deberán realizarse por medios informáticos, lo 
cual probablemente, al menos por ahora, no sea posible. En cambio, la disposición 
anterior, impulsaba el empleo y la aplicación de medios informáticos y telemáticos 
para el desarrollo de la actividad administrativa y agrega “garantizando a los 
administrados el pleno acceso a las informaciones de su interés”. 


El inciso segundo, que refiere al expediente electrónico, repite lo 
establecido en el artículo 695 de la Ley N* 16.736, pero con una técnica peor, 
porque habla del expediente electrónico, mientras que la norma vigente alude a 
los trámites y actuaciones que componen el procedimiento administrativo, lo que 
parece más claro y más técnico, 


Por su parte, el inciso tercero refiere a la firma electrónica y a la digital, que 
también están recogidas por el artículo 895 de la ley vigente, ya que dice que la 
firma autógrafa podrá ser sustituida por contraseñas o signos informáticos 
adecuados. Además, esta norma está reglamentada dsbidamente por el Decreto- 
Ley N* 65/98 y en este sentido me felicito de que esté presente el doctor Ruben 
Correa Freitas, porque desde la Dirección de la Oficina Nacional del Servicio Civil 
fue uno de los impulsores de su elaboración y posterior aplicación. 


A su vez, el inciso cuarto de la disposición que estamos considerando repite 
el artículo 129 de la Ley N* 16.002. Este fue sustituido por el artículo 697 de la Ley 
N* 16.736, que lo mejoró porque le dio plena validez al documento electrónico; me 
refiero no sólo al que se trasmite entre dependencias oficiales como lo establecía 
la Ley N* 16,002, sino que lo extendía a toda comunicación electrónica, se 
realizaran o no entre dependencias oficiales; esto representa un retroceso 
significativo. 


Por último, el inciso quinto de esta norma que ya mencioné, ya se 
establecía en el Decreto-Ley N* 500/91 aunque también está explicitado en el 
artículo 695 de la Ley N*” 16.736. Incluso está más ampliamente aclarado en el 
artículo 696, ya que permite que también las EROUORASa se realicen por medios 
electrónicos. 


De manera que, a los efectos de no abundar.mayormente en el tema, voy a 
dejar en poder de la Comisión: un trabajo sobre el Procedimiento Administrativo 
Electrónico y el Acto Administrativo Automático, del que soy autor.-Allí también me 
remito a un libro sobre el Procedimiento Administrativo:Electrónico editado por la-. 
Oficina Nacional del Servicio Civil, del cual el doctor Correa Freitas fue:compilador-.- 
y en el que también participó. Quizás ni:siquiera sea necesario leer el trabajo y: 
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bastaría cotejar con la norma de la Ley N” 16.736 y el decreto reglamentario 
-cuyas copias también dejo en poder de la Comisión--, para advertir que la 
disposición, más que un avance, puede implicar un retroceso en alguno de los 
emprendimientos de automatización actualmente en curso en el ámbito de las 
administraciones avanzadas en esta materia, como puede ser UTE o la Oficina 
Nacional del Servicio Civil. En todo caso, si se me permitiera una sugerencia, creo 
que en orden de aprovechar el propósito de la disposición, en cuanto a la firma 
electrónica y la firma digital a que esta norma alude en las actuaciones 
administrativas —sentido en el cual, como ya señalé, repite a la Ley N* 16.736-, 
podría ser interesante que se despejaran algunas dudas concretas que se han 
planteado acerca de la validez y eficacia de la firma electrónica cuando ella es 
formulada por particulares y fuera de actuaciones administrativas. Para el caso de 
que fuera de interés de la Comisión, o de algún señor Senador, examinar el punto 
o, en todo caso, considerar esta mera sugerencia, dejo también una propuesta de 
redacción que podría alcanzar a la solución del tema. En ese caso, sí, creo que 
podría haber un progreso interesante en un país como el nuestro, que tiene una 
altísima tasa de acceso a Internet y, actualmente, de celebración de múltiples 
contratos a través del comercio electrónico. Hoy en día no existe ninguna duda en 
cuanto a que el documento electrónico tiene plena validez en el Derecho Positivo 
uruguayo. En cambio, respecto a la validez de la firma electrónica podría 
suscitarse la duda, cuando ella no refiere a actuaciones administrativas, sea por 
parte del funcionario actuante o de! administrado, que es lo que hoy contempla la 
legislación vigente. 


Es todo lo que tenía que decir al respecto. 


SEÑOR NUÑEZ.- Mi propósito no es adelantar posiciones, sino plantear algunas 
preguntas. 


Observo que constituye un avance legislar sobre el expediente electrónico 
en el ámbito de la Administración Pública. Entonces, teniendo en cuenta que hoy 
contamos con la presencia del señor Senador Correa Freitas y dei doctor 
Delpiazzo, quizás ellos nos puedan asesorarnos sobre algunos temas concretos. 


Pensamos que es necesario prever la seguridad en este tema de 
expedientes electrónicos al nivel de actos administrativos, a los efectos de evitar 
intromisiones, ya no de aquellos a los que les -corresponde actuar, sino de 
personas ajenas que se puedan introducir en el sistema, complicando o alterando 
dichos.expedientes. En resumen, me gustaría saber cómo se resuelve el problema 
de: la seguridad para evitar la intromisión de “hackers”: e Podrían Dee 
veracidad al procedimiento: 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Teniendo en cuenta que se fia iicórparido a esta 
Comisión el doctor Ruben Correa Freitas, y aprovechando la gentileza de la que 
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ya ha hecho gala el doctor Delpiazzo, quizás a través de un procedimiento 
informal les pediría -esto, si la Comisión así lo respalda- que nos traigan una 
propuesta a propósito de esta disposición, en virtud de que ambos han trabajado 
en el tema. Es notorio que no se trata de un asunto de naturaleza política, razón 
por la cual solicitaría -saliendo un poco de las reglas usuales en tanto que el 
doctor Delpiazzo no pertenece a la Comisión, pero sí es un experto en el tema- 
que hicieran una especie de Subcomisión para que, luego, a través del doctor 
Correa Freitas, nos hagan llegar una propuesta sustitutiva del artículo. Sin duda el 
tema es importante, pero esta sería una forma de aliviar el trabajo de la Comisión 
y de estar seguros de que va a ser una buena solución. 


Planteo esta sugerencia, como una propuesta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sí no hay objeciones, encargamos al señor Senador 
Correa Freitas para que, junto con el doctor Delpiazzo -contando con su 
consentimiento-, realicen una tarea que es propia de la Comisión. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Estoy de acuerdo. 


SEÑOR NUÑEZ.- Entonces, el punto es saber cuál es el grado de seguridad que 
puede tener un sistema de este tipo frente a posibles intromisiones desde afuera, 
Este es el problema básico. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lo tendrán en cuenta. 


SEÑOR MICHELINI.- Como es notorio, con un grupo de políticos uruguayos 
participé de un seminario de informática, celebrado en la ciudad de Seattle y, 
precisamente, la inquietud del señor Senador Núñez fue uno de los aspectos más 
importantes que se habían planteado hasta ahora, es decir, cómo velar por la 
seguridad de los documentos en todo lo que es el tema informático. Incluso, se 
habló del tema de la seguridad del correo electrónico que, como todos sabemos, 
queda en los servidores y pueden leerlo personas que tengan acceso a él, 


Precisamente, la “vedette” de fa conferencia fue todo el tema de la 
seguridad, de las firmas electrónicas y de las llaves -la pública y la privada-, 
aspectos que los europeos tienen bastante resueltos, casi como recién salido del 
horno. Por lo tanto, la tecnología prevista para estos casos ya existe y habrá que 
ver cuál es la adaptación que se puede hacer al campo uruguayo y cuál es la 
información que posee el Gobierno de nuestro país sobre el tema. De todos 
modos, reitero, una de las “vedettes” de este. seminario fue, precisamente, la 
presentación de cómo se había resuelto el. problema-a. los efectos de tener la 
seguridad de que, cuando una persona pone sú firma, es'su firma y no otrá cosa. 
Esto, evidentemente, es: bastanté complicado : porque: existen: llaves públicas ' y 
privadas, así como una serie de esclusas que permiten que, eugndo una persona 
da su consentimiento, no pueda ser cambiado por otra..: : 
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SEÑOR CORREA FREITAS.- Ahondando sobre este tema del expediente 
electrónico, que impulsé muy decididamente desde que llegué a la Oficina 
Nacional dei Servicio Civil en 1995, debo informar a la Comisión que la 
mencionada Oficina, luego de haber togrado que la Ley de Presupuesto de 1995 
aprobara las normas bésicas sobre la validez de dicho expediente y que 
pudiéramos reglamentar esa disposición a través del Decreto 
N* 65/998 -reglamentación que nos costó bastante porque hubo dificultades para 
llevaria a la práctica-, con el asesoramiento de UTE y de la Dirección Nacional de 
Telecomunicaciones lo implantó el 9 de febrero de 1999. La experiencia de un año 
-que es lo que, en definitiva, tuve personalmente porque permanecí en ese cargo 
hasta el 1% de marzo de 2000- es que la aplicación práctica del expediente 
electrónico es muy buena, excelente. Creo que lo que se intenta con esta 
disposición del proyecto de ley de urgente consideración, que ha remitido el Poder 
Ejecutivo, es que toda la Administración Pública cuente con el expediente 
electrónico. 


Creo que es sumamente importante porque se ha realizado una experiencia 
que es válida e importante. Inclusive, seria interesante que algunos de los 
miembros de la Comisión pudieran ver cómo funciona en la práctica el expediente 
electrónico en el ámbito de la Oficina Nacional del Servicio Civil. Se trata de un 
sistema que está instalado en UTE y otros organismos. Estos son los elementos 
que debemos rescatar cono importantes de esta disposición. 


Considero que realmente estaríamos dando un paso adelante, 
fundamentalmente para terminar con la desidia que a veces muchos jerarcas de la 
Administración exhiben en temas como este. Comprendo que muchos rechazan 
todavía el uso de una computadora. 


Reitero que estimo que sería bueno que, al momento de decidir, se tomara 
en cuenta esta experiencia del expediente electrónico en la Oficina Nacional del 
Servicio Civil que, a mi juicio, ha sido muy importante. 


SEÑOR DELPIAZZO.- La última disposición sobre la cual se requirió mi presencia 
es el artículo 36 del proyecto de ley, por el cual se suprime la Administración 
Nacional de los Servicios de Estiba (ANSE). 


Se trata de una persona de derecho público no estatal con una larga 
historia, ya que fue creada como Comisión Administradora de los Servicios de 
Estiba por-la Ley N* 13,322, del año 1965. Tuvo una modificación significativa: por 
el Decreto-Ley especial N*6, de 14 de marzo de 1983 y'su:realidad actual esla 
que deriva de la Ley de Reforma Portuaria N*. 16.246, de:8 de abril da"1992;que - 
ratifica su naturaleza jurídica de personá pública no estatal, redtice el e io de 
las competencias que tenía atribuidas: o, -sise” prefiere, 
sustancialmente, y la vincula al Poder “Ejecutivo “a través de un” “doble 
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relacionamiento previsto en el artículo 27 de la Ley de Reforma Portuaria. Digo 
esto porque, a determinados efectos, se comunica con el Poder Ejecutivo a través 
del Ministerio de Transporte y Obras Públicas, y a otros efectos, lo hace a través 
del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 


Podemos agrupar en dos partes el contenido de esta disposición. El artículo 
36 a examen consta de cinco incisos. En el primero de ellos directamente se 
suprime esta persona pública no estatal, mientras que los restantes -es decir, la 
segunda parte- refieren a la situación de sus funcionarios, sus créditos y sus 
bienes. 


Con respecto a los funcionarios, se prevé la redistribución. Sería oportuno 
señalar aquí que el personal de la Administración Nacional de los Servicios de 
Estiba no revista la calidad de funcionario público porque se trata de una entidad 
pública no estatal. Sin embargo, saben los señores Legisladores mejor que nadie 
que no sería la primera vez que se prevá la posibilidad de redistribuir en la 
Administración Pública funcionarios de personas públicas no estatales suprimidas 
o modificadas en su naturaleza jurídica. A este respecto, uno de los últimos actos 
de la anterior Legislatura refirió específicamente a los funcionarios del ex 
Frigorífico Nacional, 


En cuanto a los créditos de que pudiera disponer la entidad, se establece su 
reasignación por vía del Poder Ejecutivo. 


Respecto a los bienes, se determina su transferencia de dominio, la que 
operará de pleno derecho con la entrada en vigencia de la reglamentación que 
dicte el Poder Ejecutivo. 


Tanto en el caso de los créditos como en el de los bienes, se determina que 
será el Poder Ejecutivo el que los reasigne o transfiera; sin embargo, no se 
establece el destinatario de esos créditos o de esos bienes, con lo cual, a menos 
que se modifique la redacción de la disposición, será preciso interpretar que el 
Poder Ejecutivo determinará con amplia discrecionalidad su destino final. 


SEÑOR RUBIO.- Quisiera hacer un comentario relativo al primer inciso de esta 
disposición. 


Aquí se habla de suprimir por ley, pero no entiendo cuál es ei marco 
normativo para encomendar al Poder Ejecutivo la redistribución de las funciones. 
Supongamos que se entendiera conveniente integrar ANSE a lo que son las 
funciones del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, és decir, a una repartición 
especializada. Me da la sensación'de que la amplitud que tiene esta: redacción ño 
es muy compatible con algo que, aparentemente: debería estar- establecido en 
forma explícita por una ley. Creo que esto no.es demasiado usual. y me gustaría. y 
saber qué comentario le | merece al doctor Delpiszzo. cda 
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SEÑOR DELPIAZZO.- Parecería que la técnica seguida en el inciso primero es 
suprimir la entidad, pero no su competencia. Entonces, los cometidos y poderes 
jurídicos hoy atribuidos a ANSE serían reasignados por el Poder Ejecutivo sin 
decirse específicamente a quién; tampoco se expresa a quién se asignarán sus 
bienes, sus créditos e, incluso, su personal. Probablemente, este será un punto a 
considerar a la hora de examinar la redacción final que se dará a la disposición. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no hubiera otro comentario que realizar, en nombre de 
la Comisión agradecemos la presencia del doctor Delpiazzo, quien ha brindado 
aportes inteligentes y seguramente muy útiles para el trabajo de la Comisión. 


(Se retira de Sala el doctor Delpiazzo) 


